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1. 
Norma revisada
LEY 1462 DE 2010 (Junio 29), aprobatoria del “Acuerdo bilateral para la Promoción y Protección de Inversiones entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República Popular de China”, firmado en Lima, Perú, el 22 de noviembre de 2008. 

2.
Decisión

Primero.- Declarar EXEQUIBLE el “Acuerdo bilateral para la Promoción y Protección de Inversiones entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República Popular de China”, firmado en Lima, Perú, el 22 de noviembre de 2008. 

Segundo.- Declarar EXEQUIBLE la Ley 1462 de 2011, por la cual se aprueba el “Acuerdo bilateral para la Promoción y Protección de Inversiones entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República Popular de China”, firmado en Lima, Perú, el 22 de noviembre de 2008. 

3.
Fundamentos de la decisión

Analizado el trámite seguido en el Congreso de la República por el proyecto que culminó en la expedición de la Ley 1462 de 2011, la Corte constató que se cumplió a cabalidad, con los requisitos constitucionales y legales exigidos para la ratificación de un tratado internacional. Por tal motivo, la Corte declaró exequible la mencionada ley. 

En cuanto al contenido material del “Acuerdo bilateral para la Promoción y Protección de Inversiones entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República Popular de China”, firmado en Lima, Perú, el 22 de noviembre de 2008, la Corte no encontró reparo alguno desde el punto de vista constitucional. 

Este Acuerdo hace parte de los instrumentos internacionales suscritos por el Estado colombiano, “con el fin de dinamizar la economía local a partir de la atracción de capital extranjero y de la integración de capital nacional en el escenario de mercados de mayor desarrollo”.  A nivel del derecho comparado, esta clase de instrumentos se identifican  con la sigla inglesa BITs (Bilateral Investment Treaties) y constituyen herramientas usuales de integración a la que acuden los Estados para estrechar lazos comerciales. Su propósito específico es el de incrementar la cooperación económica entre los dos países y promover condiciones favorables para la inversión mutua, lo cual se enmarca en las disposiciones del Plan Nacional de Desarrollo que comprometen al Estado  colombiano en la búsqueda de fuentes de inversión extranjera que dinamicen los procesos productivos nacionales. En particular, sus disposiciones están diseñadas para crear condiciones favorables de inversión que atraigan el capital chino, pero que también propicien la emisión de inversión nacional en ese país.

De manera uniforme, la Corte ha establecido que, en términos generales, los acuerdos de promoción y protección de inversiones se ajustan a la Constitución Política, en la medida en que buscan satisfacer una necesidad de internacionalización e integración de la economía nacional, que se impone como consecuencia de la globalización de la economía mundial. Al mismo tiempo, constituyen una herramienta legítima a la luz de las normas constitucionales, pues la inversión extranjera permite impulsar la economía local y, por esta vía, brindar mejores condiciones de vida a la población. Implican la recepción de nueva tecnología, maquinaria, conocimiento especializado y de personal capacitado. Adicionalmente, la inversión extranjera absorbe mano de obra capacitada y no calificada e incrementa la base imponible en beneficio de aumento de los recursos tributarios del Estado. A su vez, la inversión de capital colombiano en otros países, abre campos de acción en mercados de mayor dinamismo que redundan en beneficio de la movilidad de la economía local.

De esta forma, la política de integración promovida por estos Acuerdos, resulta constitucionalmente admisible, habida cuenta del compromiso del Estado en la promoción de “la internacionalización de las relaciones políticas, económicas, sociales y ecológicas, sobre las bases de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional” (art. 226 C.P.) y la “integración económica, social y política con las demás naciones” (art. 337 C.P.). De igual forma, reafirmó que el fortalecimiento de los canales productivos y comerciales del país encuentra fundamento en el artículo 2º de la Carta política, el cual consagra como fin esencial del Estado la promoción de la prosperidad general. Además, responde al compromiso expresado en el artículo 333 superior, que le impone al Estado la función de estimular el desarrollo empresarial, cuando no se vincula directamente con la promoción de la productividad competitividad y desarrollo armónico de las regiones (art. 334 C.P.).

La Corte señaló que dada la identidad normativa que existe entre las cláusulas del Acuerdo celebrado con la República Popular China, materia de revisión en la presente causa y los examinados anteriormente por la Corte, las consideraciones hechas en los fallos correspondientes fueron las que sirvieron de fundamento para declarar la constitucionalidad de los 16 artículos que integran el presente Acuerdo. En concreto, la Corte reiteró las consideraciones vertidas en las sentencias C-309/07, C-150/09 y C-377/10, mediante las cuales se revisaron Acuerdos de Promoción y Protección de Inversiones, formados por Colombia con España, Suiza y Perú, los cuales, en lo fundamental, contienen cláusulas de similar contenido a las que las que hacen parte del Acuerdo suscrito con la República Popular China. 

